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Santiago, doce de abril de dos mil dieciséis.
Vistos:

En estos autos Rol Nº 26.672-2015, sobre procedimiento de reclamo establecido en el artículo 56 de la Ley N° 20.417, la Superintendencia del Medio Ambiente y la sociedad Inmobiliaria Alameda 2001 S.A., dedujeron recursos de casación en el fondo en contra de la sentencia dictada por el Segundo Tribunal Ambiental de Santiago que acogió la reclamación deducida por Mauricio Espínola González en contra de la Resolución Exenta N°348, de 10 de julio de 2014, de la Superintendencia del Medio Ambiente, anulándose ésta en su totalidad, ordenando que se dicte una nueva resolución por funcionario competente para que se pronuncie acerca de la denuncia presentada por el reclamante. 

Para un cabal entendimiento del asunto que debe resolver esta Corte, cabe dejar consignados desde ya los siguientes antecedentes de la causa:

a) El 18 de diciembre de 2012, Mauricio Espínola González presentó una denuncia ante la Superintendencia del Medio Ambiente, en contra del proyecto “Santiago Downtown”, desarrollado por Inmobiliaria Alameda 2001 S.A., bajo el argumento de que no había ingresado el proyecto al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y que existiría fraccionamiento del mismo.   

b) El 29 de enero de 2013, la Superintendencia del Medio Ambiente, dictó la Resolución Exenta Nº 90, que resolvió iniciar una fiscalización de oficio y requerir información al responsable del proyecto. 

c) El 23 de mayo de 2013, la División de Fiscalización de la Superintendencia del Medio Ambiente realizó una actividad de inspección ambiental en las instalaciones del proyecto inmobiliario. Como resultado de la citada diligencia, el 3 de junio de 2013, la Superintendencia del Medio Ambiente emitió un primer informe de fiscalización, donde se concluyó que el proyecto cumplía con las condiciones para ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en forma previa a su ejecución. En la misma fecha, el Superintendente conforme a lo señalado en la letra i) del artículo 3° de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente solicitó al Sistema de Evaluación Ambiental que emitiera opinión sobre el particular.

d) El 2 de septiembre de 2013, mediante Oficio N° 131.404, el Sistema de Evaluación Ambiental emitió su parecer, señalando que, con todos los antecedentes tenidos a la vista, estimaba que el complejo inmobiliario Santiago Downtown debía ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.  

e) En consideración a estos antecedentes, el 3 de septiembre de 2013, la Superintendencia del Medio Ambiente evacuó un segundo informe de fiscalización, donde ratificó que, “las obras desarrolladas por Inmobiliaria Alameda 2001 S.A., respecto al proyecto inmobiliario Santiago Downtown, cumplen las condiciones establecidas para ser sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de acuerdo al informe favorable del Servicio de Evaluación Ambiental […] según lo dispuesto en la letra i) del artículo 3° de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente”. En base a ello, a través de su Resolución Exenta Nº 946, de 6 de septiembre de 2013, el Superintendente del Medio Ambiente requirió a Inmobiliaria Alameda 2001 S.A que ingresara su proyecto Santiago Downtown al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.  

f) La citada resolución fue objeto de una reclamación por parte del responsable del proyecto, reclamación que fue ingresada ante el Segundo Tribunal Ambiental de Santiago, el 7 de octubre de 2013, bajo el Rol R 15-2013. Por sentencia de 22 de mayo de 2014, se resolvió acogerla y dejar sin efecto la resolución impugnada que requería el ingreso del proyecto al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; ordenando a la Superintendencia del Medio Ambiente que iniciara un procedimiento administrativo sancionatorio dentro del cual se discutiera si el proyecto inmobiliario debía o no ser evaluado ambientalmente.  

g) Posteriormente, y a objeto de dar cumplimiento a la sentencia de ese Tribunal, la Superintendencia del Medio Ambiente, mediante Ordinario Nº 858, de 25 de junio de 2014, solicitó nuevamente al Sistema de Evaluación Ambiental que informara “si era pertinente el ingreso del proyecto inmobiliario Santiago Downtown” al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; ello debido a que, con fecha 24 de diciembre de 2013, entró en vigencia el D.S. N° 40 de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, que contiene el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

h) Dicho reglamento, en su literal h.1, inciso final, contenía una excepción de ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental respecto de aquellos proyectos inmobiliarios ubicados en zonas declaradas latentes o saturadas, que contaran con un Plan de Prevención o Descontaminación vigente, dictado de acuerdo al artículo 44 de la Ley N° 19.300, que permitiera el desarrollo de proyectos inmobiliarios en un Instrumento de Planificación Territorial aprobado ambientalmente conforme a la Ley. 

i) El 25 de junio de 2014, mediante Ordinario D.E N°141.023 (que rola a fojas 3), el Sistema de Evaluación Ambiental respondió a la Superintendencia del Medio Ambiente lo siguiente: “[…] 4° Respecto del proyecto inmobiliario Santiago Downtown se verifican las condiciones indicadas en el punto anterior: - El proyecto se emplaza en la comuna de Santiago, Región Metropolitana, la cual fue declarada zona saturada por ozono, material particulado respirable, partículas en suspensión y monóxido de carbono, y zona latente por dióxido de nitrógeno, mediante Decreto Supremo N° 131, de 1996, del Ministerio Secretaría de la Presidencia. – Como consecuencia de lo anterior, se dictó para la Región Metropolitana de Santiago un Plan de Prevención y Descontaminación, el que ha sido reformulado, revisado y actualizado, encontrándose actualmente vigente el Decreto Supremo N° 66, DE 2009, del Ministerio Secretaría de la Presidencia. Que, el Plan Regulador Comunal de Santiago, permite el desarrollo de proyectos inmobiliarios. Además, sus modificaciones han sido aprobadas ambientalmente en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, entre las que se encuentran la “Modificación del Plan Regulador Comunal de Santiago: Sector Histórico”, aprobada mediante Resolución Exenta N° 499, de 20 de julio de 2007, de la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana de Santiago, e implementada mediante Decreto N° 900, de 2008, de la I. Municipalidad de Santiago. 5°, no requeriría ingresar obligatoriamente al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental” y que de acuerdo al Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental actualmente vigente, el proyecto inmobiliario Santiago Downtown, no requería ingresar obligatoriamente al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental […]”.

j) Conforme a los antecedentes recién señalados, la Superintendencia del Medio Ambiente, con fecha 10 de julio de 2014, dictó la Resolución Exenta de la División de Sanción y Cumplimiento N° 348. En dicha resolución, la Superintendencia del Medio Ambiente resolvió “[…] archivar la denuncia del Sr. Mauricio Espínola González ingresada a las oficinas de la Superintendencia del Medio Ambiente, con fecha 28 de febrero de 2013, en virtud del artículo 47 inciso 3° de la Ley Orgánica Constitucional de la Superintendencia del Medio Ambiente, sólo en lo que respecta a la posible elusión del complejo Santiago Downtown de Inmobiliaria Alameda 2001 S.A. Lo anterior, sin perjuicio, que en razón de nuevos antecedentes, esta Institución pueda volver a conocer de los motivos que la fundan […]”.  
k) Con fecha 6 de agosto de 2014, Mauricio Espínola González interpuso una reclamación ante el Segundo Tribunal Ambiental de Santiago impugnando la Resolución Exenta N°348, de 10 de julio de 2014, de la División de Sanción y Cumplimiento de la Superintendencia del Medio Ambiente. 

En cuanto al fundamento de la reclamación referente a la incompetencia del funcionario que firmó la resolución reclamada, el reclamante señala que la Resolución N° 348, habría sido firmada por un funcionario que no tiene la facultad para ello, ya que es el Jefe de la División de Desarrollo Estratégico y Estudios, no obstante haber dejado de existir la división conforme a la Resolución Exenta Nº 249, de 28 de mayo de 2014.  

Por su parte, la Superintendencia del Medio Ambiente, explica que, en virtud de la Resolución Exenta Nº 225, de 12 de mayo de 2014, el Superintendente delegó en el Jefe de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios o de la unidad que en el futuro la reemplace, la facultad de archivar las denuncias. En caso de ausencia, impedimento o vacancia de la citada jefatura, sería subrogado, en primer lugar, por la Jefa de la División de Desarrollo Estratégico y Estudios. Finalmente aclara que por Resolución Exenta Nº 249, de 28 de mayo de 2014, se fijó la nueva estructura interna de la Superintendencia del Medio Ambiente, conforme a la cual la antigua Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios fue reemplazada por la actual División de Sanción y Cumplimiento.

Los sentenciadores del grado dieron por establecidos los siguientes hechos:

1.- La Resolución Exenta N° 75, de 7 de febrero de 2014, fijó la orgánica interna de la Superintendencia del Medio Ambiente, que entre otros cargos, estableció la existencia de 3 divisiones: i) Fiscalía, ii) Fiscalización, y iii) Desarrollo Estratégico y Estudio. Además, dentro de la línea de las “Unidades”, se establecía la existencia de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios. 

2.- La citada resolución fue dejada sin efecto mediante Resolución Exenta N° 133, de 5 de marzo de 2014, que modificó la estructura antes descrita, eliminando la División de Desarrollo Estratégico y Estudios, y creando la División de Gestión e Innovación, la que absorbió las atribuciones de su predecesora, además de asumir algunas adicionales.  

3.- Por Resolución Exenta Nº 225, de 12 de mayo de 2014, el Superintendente del Medio Ambiente delegó algunas de sus facultades -dentro de las cuales se encontraba la de “archivar, de manera fundada, las denuncias, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 47 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente - a la Jefatura de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios o en la unidad que en el futuro la reemplace. La misma resolución en comento, determina que “durante la ausencia, impedimento o vacancia del cargo de Jefe de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios o de la unidad que en el futuro la reemplace, éste será subrogado, en primer lugar, por la jefa de la División de Desarrollo Estratégico y Estudios y, en segundo lugar, por la Fiscal, ambos cargos directivos de la Planta de Personal de la Superintendencia del Medio Ambiente”. 

4.- La citada Resolución Exenta N° 225 de 2014, señalaba que correspondía al Jefe de la División de Desarrollo Estratégico y Estudios subrogar –en primer lugar- a la Jefatura de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios “o de la unidad que en el futuro la reemplace”. Como se puede apreciar, la subrogación hace mención a un cargo que ya no existía en la orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, ya que como se ha señalado por Resolución Exenta N° 133 de 2014, la División de Desarrollo Estratégico y Estudios fue eliminada y sus atribuciones fueron absorbidas por la División de Gestión e Innovación.  

5.- El 28 de mayo de 2014, por Resolución Exenta Nº 249, se volvió a modificar la estructura orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente. En lo que interesa al presente fallo, la modificación más relevante dice relación con la eliminación de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios, la cual -de acuerdo a un cotejo de sus atribuciones, realizado por este Tribunal- fue reemplazada tácitamente por la División de Sanción y Cumplimiento. Por otra parte, se eliminó la División de Gestión e Innovación, que había absorbido las facultades de la División de Desarrollo Estratégico y Estudios, y cuyas atribuciones no tienen un continuador específico. De este modo, a la fecha de dictación de la resolución recurrida, conforme a la Resolución Exenta N° 249 de 2014, además de la Fiscalía, las únicas divisiones vigentes en la estructura orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente –y que corresponde a aquellos cupos que por la planta de personal fijada por el DFL Nº 3, de 2010, del Ministerio SEGPRES, podían tener ese rango- eran las de Fiscalización, y de Sanción y Cumplimiento, no habiendo lugar a la subsistencia de otra División.  

6.- La Resolución Exenta Nº 348, de 10 de julio de 2014, cuya legalidad se reclama en autos que decidió archivar la denuncia presentada el 28 de febrero de 2013 por Mauricio Espínola González, fue suscrita por la funcionaria de la Superintendencia del Medio Ambiente que, de acuerdo a lo informado por la misma reclamada, a la época ostentaba el cargo de Jefa de la División de Desarrollo Estratégico y Estudio en calidad de Transitorio y Provisional, designada como tal por Resolución Afecta Nº 63, de 3 de junio de 2014. 

7.- A la fecha de dictarse la resolución reclamada, se encontraba vacante la Jefatura de la División de Sanción y Cumplimiento, creada por la Resolución Exenta 249, de 28 de mayo de 2014. Por esta razón, correspondía, conforme a lo señalado en la Resolución Exenta Nº 225 de 2014, que dicha autoridad fuera subrogada por el Jefe de la División de Desarrollo Estratégico y Estudios.  

8.- La División de Desarrollo Estratégico y Estudio, y su correspondiente jefatura, había sido eliminada de la orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, mediante Resolución Exenta N° 133 de 2014, siendo sus atribuciones absorbidas por la División de Gestión e Innovación la que a su vez había sido eliminada de la orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente mediante Resolución Exenta N° 249 de 2014, sin que se estableciera, la creación de una repartición que asumiera como su continuadora legal. 

9.- La funcionaria que suscribió la resolución impugnada, asumió como Jefa de la División de Desarrollo Estratégico y Estudio en calidad de Transitorio y Provisional, el 3 de junio de 2014, época en la cual dicha división no existía en la orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente. En este contexto, dicha funcionaria dictó, con fecha 10 de julio de 2014, la resolución impugnada en calidad de Jefe (S) de la División de Sanción y Cumplimiento. 

Con el mérito de tales hechos resolvieron que: 

El primer orden de subrogación a que se refiere la citada Resolución Exenta N° 225, se encontraba obsoleto, pues al momento de dictarse la resolución reclamada ya no existía la División de Desarrollo Estratégico y Estudios, ni tampoco la División de Gestión e Innovación, motivo por el cual resulta forzoso concluir que la funcionaria que firmó la resolución impugnada no se encontraba regularmente investida en el cargo. Indicaron que la planta fijada legalmente para la Superintendencia del Medio Ambiente no permitía la existencia de una división adicional.  De acuerdo a la situación institucional existente, ante la vacancia de la Jefatura de la División de Sanción y Cumplimiento, quien debió asumir era el designado en segundo orden de subrogación, es decir, el Fiscal de la Superintendencia del Medio Ambiente.  

Los jueces estimaron que habiéndose constatado el vicio de ilegalidad en la dictación de la Resolución Nº 348 de 2014, este es de carácter grave, pues es de aquellos que la doctrina considera que afectan la validez de los actos administrativos, y que junto a los vicios de incompetencia que son, generalmente, insanables, se presentan como los de mayor entidad. 

Luego agregan que la resolución impugnada, archivó parcialmente la denuncia que Mauricio Espínola González presentó el 28 de febrero de 2013, “sólo en lo que respecta a la posible elusión del complejo Santiago Downtown de Inmobiliaria Alameda 2001 S.A”. Con dicha decisión, además de resolver el caso concreto, la Superintendencia del Medio Ambiente fijó y desarrolló su posición institucional en relación a la interpretación que le dio al artículo 3 letra h) inciso final del D.S. N° 40, del 30 de octubre de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, lo que se tradujo -en esta caso- en no requerir el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental del proyecto Santiago Downtown. 

Sostuvieron 
que no existiendo antecedentes en el proceso que den cuenta de la existencia de un precedente, donde la autoridad reclamada haya fijado su interpretación acerca de la aplicación de inciso final del citado artículo 3 letra h) del D.S. N° 40 de 2012, la decisión adoptada por la funcionaria que suscribió la resolución impugnada, no constituye la simple materialización de un criterio que la Superintendencia del Medio Ambiente haya aplicado en el pasado, sino que contiene una interpretación normativa sustantiva y de aplicación general. Ello impide tener un grado razonable de certeza respecto a que, a la fecha de dictación de la resolución, el contenido de la misma se hubiese mantenido en idénticos términos, de haber sido dictada por funcionario regularmente investido, por lo que estiman que, no resulta procedente la aplicación del principio de conservación. Los sentenciadores acogen la alegación del reclamante en relación al vicio que afecta a la resolución impugnada.  

Se trajeron los autos en relación.

CONSIDERANDO:

I.-EN CUANTO AL RECURSO DE CASACIÓN EN EL FONDO INTERPUESTO POR LA SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE: 

PRIMERO: Que en un primer capítulo del recurso se denuncia que la sentencia impugnada infringe el artículo 7° de la Constitución Política de la República.  
Afirma el recurrente que en los considerandos 6°, 7° y 8° de la sentencia recurrida se expone que para determinar si los vicios denunciados pueden anular un acto administrativo, estos necesariamente deben ser graves y esenciales, aplicándose  erróneamente el artículo 7° de la Constitución Política de la República, al considerar que el vicio que alegó el reclamante dice relación con la investidura regular del funcionario que suscribió el acto y no con las competencias de la funcionaria que firmó la resolución reclamada. 

Sostiene que la investidura regular no ha estado en discusión, sino que lo alegado por la reclamante es la existencia de “una subrogación que habría operado mal”, siendo este un asunto de “competencia” y no de “investidura regular”, al señalarse que la funcionaria de la Superintendencia del Medio Ambiente que firmó la resolución, carecía en ese momento de facultades para ello, porque la División que ella dirigía no estaba vigente, ya que existía una reestructuración orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Agrega que una subrogación fallida puede, eventualmente, producir una infracción del artículo 6° de la Constitución Política de la República, pero en ningún caso infringe el artículo 7° de ese texto Constitucional, sin que ello haya sido advertido por los sentenciadores, procediendo a analizar si concurrían los requisitos del artículo 7° de la Constitución. 

Refiere la Superintendencia del Medio Ambiente que la funcionaria que firmó el acto tenía investidura regular, al contrario de lo que se afirma en la sentencia impugnada. 

Indica, además, que el vicio alegado no es grave ni esencial y no puede generar la nulidad del acto en cuestión, ello pues la resolución impugnada fue firmada por Marie Claude Plumer en su calidad de Jefa de la División de Desarrollo Estratégico y de Estudios, y de anularse, la misma resolución deberá ser firmada por el Jefe de la División de Sanción y Cumplimiento, cargo que es ocupado por la misma funcionaria recién individualizada.

Para concluir este acápite el recurrente señala un segundo antecedente que habría sido erróneamente ponderado en la sentencia, y que influyó decisivamente en la calificación de la gravedad del vicio y en la configuración de las causales del artículo 7° de la Constitución Política de la República que consiste en la no aplicación de la figura del funcionario de hecho.     

SEGUNDO: Que como un segundo capítulo de invalidación, el arbitrio denuncia que la sentencia ha infringido el artículo 13  de la Ley 19.880 en relación con el artículo 62 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Señala que en este caso los sentenciadores han ignorado el artículo 13 que consagra el principio de desformalización del acto administrativo, al considerar que tienen un deber imperativo de anular la actuación de la Administración por ser dictado por un sujeto que aparentemente no tenía facultades para ello en atención a su cargo, sin realizar una distinción entre vicios meramente formales y aquellos actos contrarios al derecho sustantivo o material, menos aún, un análisis relativo a la relevancia o magnitud del vicio en el caso concreto y las consecuencias legales de la pretendida anulación. Ello en el contexto de una confusión entre la investidura regular y las competencias delegadas de la funcionaria que firmó el acto administrativo reclamado.

Al contrario de lo razonado en el fallo, el recurrente sostiene que el vicio alegado no es grave ni esencial, en el contexto de un procedimiento desformalizado, ya que la circunstancia  de la constatación de una incompetencia relativa e interna por una subrogación que habría operado mal, pierde importancia al haber sido dictada por el órgano competente.

Indica en su arbitrio además, que la infracción denunciada debe relacionarse con el principio de permanencia o de conservación de los actos administrativos, conforme al cual éstos deben mantenerse vigentes cuando con la mantención de ellos se permite cumplir las finalidades u objetivos que les ha fijado el ordenamiento jurídico.

TERCERO: Al referirse a la forma como los vicios denunciados influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo , indica que debido a estos yerros jurídicos se acoge la reclamación deducida y se anula la Resolución Exenta N°348, de 10 de julio de 2014 de la Superintendencia del Medio Ambiente, lo que en la especie no debió ocurrir. 

CUARTO: Que este recurso de nulidad no denuncia como infringidas disposiciones legales de orden sustantivo relacionadas con el fondo de la cuestión litigiosa, en especial el artículo 4 letra j) de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, disposición que reconoce expresamente la facultad del Superintendente del Medio Ambiente para delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia y que aparece invocada expresamente en la Resolución Exenta N°225 de 12 de mayo de 2014 que rola a fojas 230 de estos autos, en virtud de la cual el Superintendente del Medio Ambiente delega en la Jefatura de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios o en la unidad que en el futuro lo reemplace, el ejercicio de la facultad de dictar las resoluciones y demás actos administrativos. 

Tampoco se denuncia como infringido el artículo 47 inciso 4° de la citada Ley que regula el archivo de las denuncias por resolución fundada.   

Se denuncian como infringidos el artículo 7° de la Constitución Política de la República y el artículo 13 de la Ley N° 19.880 de Bases de los Procedimientos Administrativos, con relación al artículo 62 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, cuya referencia resulta ineficaz, dada la sustancial relevancia que en la resolución del asunto tienen los citados artículos 4 y 47 inciso 4° de la Ley Orgánica de la Superintendencia. Lo anterior permite concluir que el recurso considera que las citadas disposiciones -que tiene la calidad de normas decisorias litis- han sido correctamente aplicadas, evento en el que el recurso no puede prosperar, puesto que aún en la circunstancia que esta Corte concordara con la recurrente, tendría que declarar que éste no influye en lo dispositivo de la sentencia atacada. 

QUINTO: Que no obstante lo antes señalado y en cuanto a la vulneración del artículo 7° de la Carta Fundamental, ha de señalarse que el recurso de casación en el fondo no se puede fundar en infracción a normas constitucionales, ya que éstas establecen la organización del Estado, las garantías personales y políticas inherentes a toda persona y los criterios jurídicos sobre los cuales se deben desarrollar las normas jurídicas secundarias, respecto de las que si es procedente el recurso de casación en el fondo; motivo por el cual se desestimará la acusación referente a la infracción del precepto Constitucional. 

SEXTO: Que, de esta forma, los sentenciadores no han incurrido en los errores que se les atribuyen y, por el contrario, se han limitado a aplicar la normativa que rige, sin que sea posible por la vía del presente recurso de nulidad sustancial modificar su decisión. 

Todo lo anteriormente razonado lleva a concluir que no se observan en la sentencia recurrida los yerros jurídicos que se atribuyen en los términos descritos por el impugnante, razón por la cual el recurso deducido debe ser desestimado.

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los artículos 764, 767 y 805 del Código de Procedimiento Civil, se rechaza el recurso de casación en el fondo interpuesto por la Superintendencia del Medio Ambiente de fojas 450 en contra de la sentencia de quince de octubre de dos mil quince, escrita a fojas 436. 
EN CUANTO AL RECURSO DE CASACION EN EL FONDO DEDUCIDO POR INMOBILIARIA ALAMEDA 2001 S.A.:  

SÉPTIMO: Que, el recurso de casación sustancial sostiene que la sentencia infringe lo dispuesto en el artículo 13 inciso 2° y artículo 3 inciso 7° de la Ley N°19.880.

Afirma que de la lectura de los motivos 22° y 24° del fallo recurrido se desprende que los sentenciadores han efectuado una errónea interpretación y aplicación de las normas señaladas, al considerar que un vicio de forma, que estiman inexistente, como la calidad formal en la que suscribe la funcionaria de un órgano administrativo, posee la entidad para anular un acto que manifiesta un criterio no de dicha funcionaria, sino del servicio público como tal, esto es, un criterio de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Sostiene que la circunstancia que la Resolución Exenta  N°348 haya sido suscrita por un funcionario que a la fecha de expedición, supuestamente no ostentaba la calidad de Jefe de la División de Sanción y Cumplimiento, siendo aquel el órgano que detentaba la facultad para hacerlo, no infringe ni atenta contra el fin perseguido por dicho acto, que era archivar una denuncia que carecía del mérito suficiente para dar origen a un procedimiento administrativo sancionador, desde que el órgano técnico experto, esto es el Sistema de Evaluación Ambiental, había informado que el proyecto no debía ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Referente a la esencialidad del requisito de que quien manifieste la voluntad del órgano y suscriba la resolución sea el funcionario competente para archivar la denuncia se presenta una cuestión de mayor trascendencia y que permite demostrar con claridad la infracción de ley en la que incurre el fallo impugnado. Lo anterior, en razón de que de la lectura de los motivos 6°,9° y 19° del fallo recurrido, se desprende que el requisito de legalidad que debe revestir el acto administrativo es que la persona natural que manifiesta la voluntad del órgano, suscribiéndolo, debe poseer una investidura legal. 

Indica que en el caso en análisis, la Resolución Exenta que fue anulada por el Tribunal Ambiental, si manifestó la voluntad mediante la suscripción de ella del Fiscal de la Superintendencia del Medio Ambiente, fiscal que es el funcionario que debía actuar por el órgano siendo competente a juicio del Tribunal Ambiental; dicha suscripción puede apreciarse de la firma que lleva al pie de página la Resolución. 

En cuanto al perjuicio que el supuesto acto viciado pudiera ocasionar, indican que en este caso es incuestionable pues tanto la Superintendencia del Medio Ambiente como la Sistema de Evaluación Ambiental han indicado que el proyecto de su representada no debía ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Refiere que si la decisión de fondo es exactamente la misma no tiene sentido anular el acto recurrido por motivos formales y tramitar otra vez un procedimiento cuyo resultado último ya se conoce.

Sostiene finalmente que en cuanto a la entidad del vicio reclamado, que estima no existe, en caso de existir, no tendría la aptitud para dejar sin efecto la Resolución impugnada.

Al referirse a la forma como los errores denunciados influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo señala que las infracciones denunciadas determinaron en forma precisa e inequívoca el sentido de la sentencia recurrida, configurándose una relación de causa y efecto entre los errores de derecho y lo resuelto por los sentenciadores, desde el momento que tales infracciones los llevaron a dar lugar a la reclamación de fondo de la reclamante y anular la resolución reclamada. 

OCTAVO: Que es imprescindible señalar que el recurso de casación en el fondo, según lo dispone el artículo 767  del Código de Procedimiento Civil, procede en contra de sentencias que se hayan pronunciado con infracción de ley y siempre que dicha infracción haya influido substancialmente en lo dispositivo del fallo. Por su parte, para que un error de derecho pueda influir de manera substancial en lo dispositivo del fallo, como lo exige la ley, aquél debe consistir en una equivocada aplicación, interpretación o falta de aplicación de aquellas normas destinadas a decidir la cuestión controvertida, situación que no ocurre en este caso, desde que ninguno de los recurrentes denuncia como infringidas disposiciones legales de orden sustantivo relacionadas con el fondo de la cuestión litigiosa, en especial el artículo 4 letra j) de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, disposición que reconoce expresamente la facultad del Superintendente del Medio Ambiente para delegar atribuciones o facultades especificas en funcionarios de la Superintendencia y que aparece invocada expresamente en la Resolución Exenta N°225 de 12 de mayo de 2014 que rola a fojas 230 de estos autos, en virtud de la cual el Superintendente del Medio Ambiente delega en la Jefatura de la Unidad de Instrucción de Procedimientos Sancionatorios o en la unidad que en el futuro lo reemplace, el ejercicio de la facultad de dictar las resoluciones y demás actos administrativos, que señala, dentro de los que menciona: 

“e) Archivar, de manera fundada, las denuncias, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley Orgánica de la Superintendencia”. 

Tampoco se denuncia como infringido el artículo 47 inciso 4° de la Ley citada que regula expresamente el archivo de las denuncias por resolución fundada.   

Es del caso que sólo se ha denunciado como infringidos el artículo 7° de la Constitución Política de la República y artículo 13 de la Ley N° 19.880 de Bases de los Procedimientos Administrativos, con relación al artículo 62 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, cuya referencia resulta ineficaz, dada la sustancial relevancia que en la resolución del asunto tienen los citados artículos 4 y 47 inciso 4° de la Ley Orgánica de la Superintendencia. Lo anterior permite concluir que el recurso considera que las citadas disposiciones -que tiene la calidad de normas decisorias de la litis- han sido correctamente aplicadas, evento en el que el recurso no puede prosperar, puesto que aún en la circunstancia que esta Corte concordara con la recurrente en el sentido de haberse producido el error de derecho que se denuncia, tendría que declarar que éste no influye en lo dispositivo de la sentencia atacada. 

NOVENO: Que de lo señalado queda en evidencia que el recurso de casación en el fondo en examen ha de ser desestimado.  

En conformidad asimismo con lo que disponen los artículos 764, 767 y 805 del Código de Procedimiento Civil, se rechaza el recurso de casación en el fondo interpuesto a fojas 468 en contra de la sentencia de quince de octubre de dos mil quince, escrita a fojas 436.

     Regístrese y devuélvase.


Redacción a cargo del Ministro señor Pierry.


Rol Nº 26.672-2015. 

Pronunciado por la Primera Sala de Febrero de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sr. Patricio Valdés A.,  Sr. Pedro Pierry A, Sr. Juan Eduardo Fuentes B., Sr. Carlos Aránguiz Z. y Sr. Manuel Valderrama R. No firman, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, el Ministro señor Valdés por estar con permiso y el Ministro señor Fuentes por estar con feriado legal. Santiago, 12 de abril de 2016.

 

Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema.

En Santiago, a doce de abril de dos mil dieciséis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.

